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patentes a ciertos tipos de invenciones o productos, tales
como los productos farmacéuticos.

58. El orador da luego lectura al programa del período
de sesiones del Comité Jurídico Interamericano previsto
para el mes de agosto próximo y que contiene temas
propuestos sea por la OEA o por el propio Comité. Ese
programa es el siguiente: aspectos jurídicos del comer-
cio ilegal de estupefacientes (directrices relacionadas
con la extradición en casos de narcotráfico, cooperación
penal en materia de cuentas bancadas y armonización
de las legislaciones nacionales sobre el tráfico ilícito de
drogas); derecho ambiental; proyecto de protocolo adi-
cional a la Convención americana sobre derechos huma-
nos; problemas jurídicos internacionales referentes a las
garantías multilaterales de inversiones privadas extran-
jeras; perfeccionamiento de la administración de justi-
cia en las Americas; revisión de las convenciones intera-
mericanas sobre propiedad industrial; interpretación y
desarrollo de los principios de la Carta de la OEA, en-
mendada por el Protocolo de Cartagena de Indias de
198516, con miras a fortalecer las relaciones entre los Es-
tados miembros de la OEA; el principio de la autodeter-
minación y su campo de aplicación; derecho de infor-
mación; la expulsión y el derecho internacional; alimen-
tos para menores en el derecho internacional; restitu-
ción internacional de menores. El orador añade que, en
su 17.° período de sesiones, en noviembre de 1987, la
Asamblea General de la OEA encomendó al Comité que
actualizara el estudio de los motivos por los cuales no
aumentaban los Estados Partes en el Pacto de Bogotá
de 194817.

59. Para concluir, el orador señala que la labor reali-
zada por el Comité Jurídico Interamericano desde hace
más de 50 años testimonia la perspicacia de los fundado-
res de la OEA, que supieron reconocer en los servicios
consultivos jurídicos especializados la clave del sistema
interamericano.

60. El PRESIDENTE agradece su exposición al obser-
vador del Comité Jurídico Interamericano. Los trabajos
del Comité, varios de los cuales se relacionan, en ciertos
aspectos por lo menos, con los de la Comisión, revisten
interés importante, no sólo para el derecho interameri-
cano, sino también para el derecho internacional en su
conjunto: por ejemplo, sus trabajos sobre el narcotráfi-
co y sobre el derecho ambiental. El Presidente está con-
vencido de que los miembros de la Comisión, y en parti-
cular los relatores especiales, aprovecharán las observa-
ciones e informaciones comunicadas por el observador
del Comité Jurídico Interamericano, y de que las rela-
ciones entre los dos organismos sólo pueden ser mu-
tuamente ventajosas. En su calidad de miembro de la
Comisión y de latinoamericano, el Presidente celebra la
labor cumplida por el Comité Jurídico Interamericano y
sus trabajos en curso.

61. El Sr. BARBOZA, interviniendo en nombre de los
Estados de América Latina miembros de la Comisión,
agradece al observador del Comité Jurídico Interameri-
cano su exposición. Destaca en particular la importan-

cia cuantitativa y cualitativa del programa del Comité y
la utilidad del curso de derecho internacional que orga-
niza. Queda demostrado una vez más el interés del inter-
cambio entre la Comisión y los demás organismos de
derecho internacional.

62. El Sr. McCAFFREY, hablando en nombre de los
Estados de Europa occidental y de otros Estados
miembros de la Comisión, agradece al observador del
Comité Jurídico Interamericano su declaración. Le en-
carece asimismo que transmita a los otros miembros del
Comité Jurídico Interamericano su gratitud por la aco-
gida que le dispensaron cuando intervino, en nombre de
la Comisión, en el período de sesiones precedente del
Comité, en Río de Janeiro, en agosto de 1987, durante
el cual pudo apreciar sus métodos de trabajo. Recordan-
do que también hizo uso de la palabra ante los partici-
pantes en el curso sobre derecho internacional organiza-
do por el Comité, agrega que convendría dar a esta
práctica un carácter regular en la medida en que el tiem-
po lo permita. El orador se manifiesta particularmente
interesado por las actividades del Comité relativas al
medio ambiente y expresa la esperanza de que su docu-
mentación en la materia sea puesta a disposición de la
Comisión y en particular de sus relatores especiales.

63. El Sr. PAWLAK, hablando en nombre de los Es-
tados socialistas de Europa oriental miembros de la Co-
misión, da las gracias al observador del Comité Jurídico
Interamericano por su exposición pletórica de
enseñanzas. Su exposición revela que los problemas de
América Central y de América del Sur son muy serios y
necesitan un cuidadoso examen por parte del Comité
Jurídico Interamericano. Esos problemas son similares
a muchos de los que tienen los países de Europa orien-
tal, aunque en diversos grados. Desea mucho éxito al
Comité Jurídico Interamericano en sus trabajos.

64. El Sr. MAHIOU, hablando en nombre de los Esta-
dos de Africa miembros de la Comisión, agradece al ob-
servador del Comité Jurídico Interamericano los antece-
dentes detallados que ha comunicado. Se manifiesta
impresionado por el programa de trabajo del Comité y
por la importancia y la diversidad de los temas que allí
se tratan. Estos ofrecen a la vez un interés general para
el derecho internacional y un interés regional, estricta-
mente interamericano. Africa, cuyos problemas jurídi-
cos no dejan de guardar cierta analogía con los del con-
tinente americano, no puede menos de seguir con interés
los trabajos del Comité Jurídico Interamericano.

Se levanta la sesión a las 13 horas.

16 Véase OEA, Anuario Jurídico Interamericano 1985, Washington
(D.C.), 1987, pág. 113.

17 Tratado americano de soluciones pacíficas, Naciones Unidas,
Recueil des Traités, vol. 30, pág. 56.

2048.a SESIÓN

Jueves 19 de mayo de 1988, a las 10 horas

Presidente: Sr. Leonardo DÍAZ GONZÁLEZ

Miembros presentes: Príncipe Ajibola, Sr. Arangio-
Ruiz, Sr. Barboza, Sr. Barsegov, Sr. Beesley, Sr. Calero
Rodrigues, Sr. Eiriksson, Sr. Francis, Sr. Graefrath,
Sr. Mahiou, Sr. McCaffrey, Sr. Ogiso, Sr. Pawlak,
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Sr. Razafindralambo, Sr. Roucounas, Sr. Sepúlveda
Gutiérrez, Sr. Shi, Sr. Thiam, Sr. Tomuschat, Sr.
Yankov.

Visita de un miembro de la Corte Internacional
de Justicia

1. El PRESIDENTE, hablando en nombre de los
miembros de la Comisión, da una cordial bienvenida al
Sr. Ago, magistrado de la Corte Internacional de Justi-
cia y ex miembro de la Comisión. El Sr. Ago es bien co-
nocido de los miembros de la Comisión por la valiosa
contribución que ha hecho en su calidad de Relator Es-
pecial del tema de la responsabilidad de los Estados.
Además de los lazos personales que unen a los
miembros de la Comisión y la CU, ambos órganos se in-
teresan por las normas de derecho internacional: la Co-
misión desarrollándolas progresivamente y la Corte
aplicándolas a casos concretos. Ejemplo de la función
de esta última es un caso reciente de vasta repercusión
en las organizaciones internacionales y reafirmación del
imperio del derecho internacional en las relaciones inter-
nacionales. El Presidente pide al Sr. Ago que transmita
el saludo de la Comisión a los miembros de la Corte.

2. El Sr. AGO, agradeciendo al Presidente sus cor-
diales palabras, dice que la colaboración entre la Comi-
sión y la Corte Internacional de Justicia es de suma im-
portancia y le complace particularmente. Desea pleno
éxito a la Comisión en su labor permanente de
desarrollo progresivo y codificación del derecho inter-
nacional.

Responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho in-
ternacional (continuación) (A/CN.4/3841, A/CN.4/
405% A/CN.4/4133, A/CN.4/L.420, secc. D4)

[Tema 7 del programa]

CUARTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(continuación)

ARTÍCULO 1 (Ámbito de aplicación de los presentes ar-
tículos),

ARTÍCULO 2 (Términos empleados),
ARTÍCULO 3 (La atribución),
ARTÍCULO 4 (Relación entre los presentes artículos y

otros convenios internacionales),
ARTÍCULO 5 (Falta de efecto sobre otras normas del de-

recho internacional),
ARTÍCULO 6 (La libertad de acción y sus límites),
ARTÍCULO 7 (La cooperación),

1 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte)/Add.l.
' Reproducido en Anuario... 1987, vol. II (primera parte).
' Reproducido en Anuario... 1988, vol. II (primera parte).
' El examen del presente tema se basa en parte en el plan esquemáti-

co presentado por el anterior Relator Especial, R. Q. Quentin-Baxter,
a la Comisión en su 34.° período de sesiones; el plan esquemático se
reproduce en Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88 a 90,
párr. 109, y las modificaciones hechas al texto se indican en
Anuario... 1983, vol. II (segunda parte), pág. 93, párr. 294.

ARTÍCULO 8 (La participación),
ARTÍCULO 9 (La prevención) y,
ARTÍCULO 10 (La reparación)5 (continuación)

3. El Sr. EIRIKSSON dice que el proyecto de artículos
presentado por el Relator Especial en su cuarto informe
(A/CN.4/L.413) significa un adelanto en el examen del
tema por la Comisión y permite confiar en que ésta sa-
tisfará el deseo de la comunidad internacional de que se
logren resultados en esta importante esfera. Habida
cuenta de los proyectos de artículos, hace suyo el llama-
miento para que se estudie la posibilidad de que el tema
se amplíe de modo que abarque todos los daños trans-
fronterizos. Espera que la Comisión y el Relator Espe-
cial adopten un enfoque más osado, pues, según el
plan, a su parecer, los artículos formarían un subgrupo
separado del tema en su conjunto.

4. Por las dificultades que crea la necesidad de evitar
toda superposición con el tema de la responsabilidad de
los Estados y la limitación que imponen las palabras
«actos no prohibidos por el derecho internacional» en el
título del tema, el Relator Especial se ha visto compelido
a ejecutar una proeza de equilibrio jurídico sobre la
cuestión de si la contaminación está prohibida en el de-
recho internacional. Ello es infortunado y —según el
plan que el orador y muchos otros miembros desearían
que se adoptase— resultaría innecesario.

5. En términos generales, se ha convenido en que el al-
cance del tema ha de limitarse a las consecuencias físicas
del daño dimanante de actos no prohibidos por el de-
recho internacional y que el daño económico transfron-
terizo —incluido el daño que causan las influencias cul-
turales de un país vecino— debe excluirse. No obstante,
si se ha de limitar el alcance del tema en algunas esferas,
no divisa motivo alguno para que no se amplíe en otras.
Toda superposición con el tema de la responsabilidad de
los Estados puede subsanarse con una cláusula «sin per-
juicio de...» semejante a la del proyecto de artículo 5, y
también en las directrices para negociar la reparación
con arreglo al proyecto de artículo 10. El escepticismo
del Relator Especial acerca de la voluntad de los Estados
de aceptar una responsabilidad más amplia por el daño
quizá sea justificado, pero la Comisión no debería de-
sentenderse de algunos dramáticos acontecimientos en
esta esfera, mencionados por algunos de sus miembros,
así como los numerosos llamados públicos en pro de la
adopción de medidas.

6. Tal como los concibe, los artículos tendrían como
elemento fundamental la categoría de actividades que
crea un riesgo apreciable de causar un daño transfronte-
rizo —ya previsto en el proyecto de artículos presentado
por el Relator Especial—, pero también tratarían en for-
ma separada de «otras actividades que causan daño
transfronterizo». Los tres principios mencionados en el
informe del Relator Especial (ibid., párr. 85) se aplica-
rían a ambas categorías de actividades, pero las obliga-
ciones de prevención, cooperación y notificación se li-
mitarían a las actividades que crean riesgo. Las directri-
ces para negociar la reparación diferirían para ambas
categorías; al preparar esas directrices, se podrían
quizás tener en cuenta las opiniones de los Sres.

' Para el texto, véase 2044.' sesión, párr. 13.
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McCaffrey y Calero Rodrigues (sesiones 2044.a y
2045.a). A su parecer, ese sistema sería más completo
que el régimen reseñado por el Relator Especial
(A/CN.4/413, párr. 46). Para establecer el sistema que
propone, el orador sugiere introducir las siguientes
modificaciones generales, que no entrañan ningún cam-
bio radical respecto del presente proyecto de artículos.

7. En primer término, se debería modificar el título del
proyecto para que diga así: «Proyecto de artículos sobre
la responsabilidad internacional por el daño transfron-
terizo». En el proyecto de artículo 1 se incluiría un apar-
tado a relativo a las «actividades que crean un riesgo
apreciable de causar un daño transfronterizo» y un
apartado b relativo a «otras actividades que sin crear ese
riesgo causan, con todo, daño transfronterizo». Como
consecuencia de estas modificaciones, en el apartado b
del proyecto de artículo 2, las «actividades de riesgo», se
definirían como «actividades mencionadas en el aparta-
do a del artículo 1 ». En el proyecto de artículo 3, la refe-
rencia a la «actividad de riesgo» generalizaría para decir
las «actividades mencionadas en el artículo 1 ».

8. El proyecto de artículo 5 se modificaría para tener
en cuenta la cuestión de la responsabilidad de los Esta-
dos y podría decir: «Los presentes artículos se aplicarán
sin perjuicio de las demás normas de derecho interna-
cional sobre la responsabilidad por el daño transfronte-
rizo que se produzca como consecuencia de un acto u
omisión ilícitos».

9. Las palabras «actividades de riesgo» y «actividad
de riesgo» que figuran en los proyectos de artículos 6
y 10, respectivamente, se reemplazarían por «las activi-
dades mencionadas en el artículo 1». El comentario al
proyecto de artículo 10 incluiría una explicación detalla-
da acerca de las diferencias en las directrices para ambas
categorías de actividad que generan responsabilidad.

10. Tratándose de cuestiones más concretas, el proyec-
to de artículo 1 hace suya la premisa básica de que la res-
ponsabilidad se vincula con el territorio, aunque
comprende el interés manifestado por la jurisdicción
extraterritorial.

11. En cuanto al inciso ii) del apartado a del proyecto
de artículo 2, puede aceptar la limitación impuesta al
concepto de riesgo «apreciable», por los motivos aduci-
dos por el Relator Especial. Acerca del apartado c,
puede reconocer las características esencialmente físicas
de las actividades que causan daño, pero ello no signifi-
ca que el daño mismo deba ser físico; debe abarcar el
daño a los usos de esparcimiento y otros usos legítimos
de las zonas. Puede admitir también el concepto de
daño apreciable o, como dice el apartado c, el efecto
que «perjudique de manera apreciable».

12. Coincide en que en el texto inglés se debería utili-
zar siempre la palabra «harm» y no «injury», así como
los términos «State of origin» en lugar de «source
State ».

13. El orador aprueba la limitación impuesta en el
proyecto de artículo 3 por la referencia al conocimiento
y a los «medios de conocer», pero sugiere que se en-
miende el texto del artículo para que diga:

«El Estado de origen no tendrá las obligaciones que
se le imponen respecto de una actividad mencionada

en el artículo 1, salvo que conociere, o tuviere los me-
dios de conocer, que esa actividad se desarrolla o va
a desarrollarse en ámbitos bajo su jurisdicción o
control.»

Sugiere además que el título del artículo, «La atribu-
ción», se reemplace por «Base de las obligaciones que
imponen los presentes artículos», para prever la distin-
ción convenida sobre el ámbito consignada en los artícu-
los 1 y 3, respectivamente.

14. El proyecto de artículo 4, aun cuando su propósito
es claro, podría requerir algunos cambios. El artículo 6,
en particular la primera frase, exige modificaciones, si
bien su significado es claro según el comentario del Re-
lator Especial (ibid., párrs. 92 a 95). El orador hace su-
yas las observaciones del Sr. Calero Rodrigues (2045.a

sesión) y del Sr. Shi (2047.a sesión) sobre los proyectos
de artículos 7 y 8.

15. Abriga dudas sobre la oración del proyecto de ar-
tículo 9 «para la que no se hubiere establecido un
régimen» y opina que la palabra «presumiblemente»
podría ser innecesaria dada la definición del riesgo en el
apartado a del proyecto de artículo 2. Puede aceptar el
uso de la palabra «reparación», en el proyecto de artícu-
lo 10, por los motivos que señaló el Relator Especial y
—para ser realista— admite que el artículo disponga
simplemente que el monto y la naturaleza de la repara-
ción los determinarán las partes en las negociaciones.

16. Si la Comisión pudiera trabajar con arreglo a estos
criterios, sería dable preparar y, en su día, presentar a la
Asamblea General proyectos de artículos como base pa-
ra un instrumento que jalonaría una etapa decisiva en el
desarrollo progresivo del derecho internacional.

17. El Sr. MAHIOU dice que el cuarto informe del
Relator Especial (A/CN.4/413) señala un cambio en la
labor sobre el tema, porque propicia un enfoque nuevo
y más concreto para delimitarlo. La esencia del informe
figura en los párrafos 37 a 47, en los que el Relator Es-
pecial expone su enfoque y más precisamente las fun-
ciones respectivas del riesgo y el daño en el sistema de
responsabilidad que propone. De esos párrafos fluye
claramente que ha escogido la responsabilidad por ries-
go. El riesgo pasa a ser, pues, el elemento central en tor-
no del que se invita a la Comisión a establecer el régimen
de responsabilidad.

18. Se suscita, pues, la cuestión de si el riesgo aporta
una base suficientemente sólida para ese régimen. Por
su parte, está dispuesto a hacer suyo el enfoque del Re-
lator Especial, si bien advierte que no resuelve todos los
problemas. En realidad, duda de que sea posible ha-
cerlo. La Comisión no debe asignarse una tarea impo-
sible y tratar de abarcar todo lo que no esté comprendi-
do en la esfera de la responsabilidad de los Estados, sino
que circunscribirse a lo esencial. Eso sería suficiente-
mente difícil.

19. A su juicio, la responsabilidad basada en el riesgo
ofrece tres claras ventajas. La primera es que el concep-
to de riesgo permite determinar el tema y sus límites. El
tema ha figurado con todo en el programa de la Comi-
sión durante diez años y es inútil seguir deambulando en
una esfera tan vasta como la responsabilidad. Lo que se
requiere es un ancla y el Relator Especial ha procurado
acertadamente convencer a la Comisión de que el riesgo
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será una mejor base que el daño, aunque sustente la idea
de su predecesor, R. Q. Quentin-Baxter, de reconocer
una continuidad entre riesgo y daño.

20. La segunda ventaja del concepto de riesgo es que
da mayor unidad y coherencia al tema y permitiría por
ello definir más fácilmente el ámbito de codificación y
desarrollo progresivo del derecho en esa materia. Y el
riesgo, al introducir una línea más clara de demarca-
ción, torna más específico todo el tema, en comparación
con el de la responsabilidad de los Estados. Por otra
parte, el daño es común a ambos sistemas de responsa-
bilidad y el daño transfronterizo puede emanar de actos
lícitos o ilícitos, o incluso de una combinación de am-
bos. Al tratar de determinar las condiciones que rigen la
reparación y, por lo tanto, el origen del daño causado,
surge la diferenciación. De ahí que sea necesario
retrotraer la cadena causal hasta la fuente del daño, co-
mo ha sugerido el Relator Especial, para determinar la
responsabilidad. Si la fuente es una culpa, el Estado per-
judicado deberá probar la existencia de esa culpa. Si la
fuente es el riesgo, el Estado perjudicado sencillamente
tendrá que acreditar que hay un nexo causal entre la
fuente y el daño.

21. La tercera ventaja es que el riesgo constituye el
centro del tema, pues es la fuente principal de los efectos
transfronterizos perjudiciales de actividades o cosas pe-
ligrosas. La mayoría de los daños que afectan a un Esta-
do habiéndose originado en otro provienen de activida-
des o de cosas intrínsecamente peligrosas. De ahí que
sería un progreso importante si la comunidad inter-
nacional pudiera ahora anticipar, mediante la preven-
ción o la reparación, las consecuencias de toda actividad
intrínsecamente peligrosa.

22. El orador comprende la inquietud de quienes de-
sean ir más allá, pero la Comisión no debe ser dema-
siado ambiciosa. Mejor es partir de una base sólida de
responsabilidad dimanada de actividades o cosas pe-
ligrosas no prohibidas por el derecho internacional y,
desde ese punto de partida, allanar la senda para progre-
sos ulteriores. Una vez solucionada esta cuestión funda-
mental, será más fácil persuadir a los Estados para que
acepten una ampliación del ámbito de la responsabili-
dad. Por todas estas razones, es partidario de que se
considere el riesgo como la base de la estructura del pro-
yecto, aun cuando sabe las limitaciones de ese enfoque.
Oportunamente podrán analizarse más a fondo esas li-
mitaciones.

23. El Relator Especial manifiesta (ibid., párr. 39) que
no cree que exista una norma en el derecho interna-
cional general que imponga la obligación de reparar el
daño; pero señala también que esa norma existiría pro-
bablemente con referencia al riesgo, en la medida en que
parece deducirse (ibid., párr. 44) la existencia de una
obligación a priori de los Estados sobre la base del con-
cepto de riesgo. Este sutil argumento se basa en la idea
de que no hay solución de continuidad entre riesgo y
daño. Así, existe una obligación —que podría denomi-
narse obligación potencial— sobre la base de la existen-
cia del riesgo y que se transformaría en una obligación
propiamente tal en cuanto se produjera un daño. Sin
embargo, en el estado actual del derecho internacional,
la obligación vinculada al riesgo es una cuestión propia
más bien del desarrollo progresivo del derecho que de su

codificación, pues es difícil encontrar actualmente una
norma en que el riesgo sea la sola base de la obligación.
No obstante, le parecería conveniente esa evolución del
derecho internacional siempre que su ámbito estuviese
delimitado por el riesgo.

24. Sin embargo, le parece que en el derecho interna-
cional existe una base más sólida para atribuir la respon-
sabilidad en caso de riesgo. Uno de los principios funda-
mentales de las relaciones entre los Estados es el concep-
to de buena vecindad enunciado en el Preámbulo y en el
Artículo 74 de la Carta de las Naciones Unidas, así co-
mo en la Declaración sobre los principios de derecho in-
ternacional referentes a las relaciones de amistad y a la
cooperación entre los Estados de conformidad con la
Carta de las Naciones Unidas6. El principio de la buena
vecindad rebasa la mera proximidad geográfica y tiene
mayores repercusiones. Un ejemplo en este sentido es la
sentencia arbitral de 17 de julio de 1986 dictada en el
asunto del Golfo de San Lorenzo7. En el párrafo 27 de
esa sentencia se señala que si bien el concepto de vecin-
dad se utiliza generalmente para calificar una situación
de proximidad geográfica, en el lenguaje jurídico tiene
un significado más específico y designa situaciones de
proximidad que por la amenaza constante de fricción
que involucran hacen necesaria una colaboración conti-
nuada de los funcionarios nacionales o públicos de dos
o más Estados cuyas actividades se superponen en una
zona geográfica única. Así, cuando los Estados, en
interés de la buena vecindad, se abstienen de crear si-
tuaciones que puedan ser perjudiciales, es claro que hay
involucrado un elemento de riesgo.

25. En cuanto a la naturaleza del riesgo, que el Relator
Especial analiza en su informe (ibid., párrs. 24 a 31), es
evidente que el ámbito de la responsabilidad puede
ampliarse o reducirse según la definición de riesgo que
se adopte. El Relator Especial propone tres criterios que
ayudan a definir el riesgo apreciable: éste debe poder
identificarse por las características físicas de la cosa o
actividad de que se trate; debe referirse a una actividad
en general y no a un caso particular, y debe ser objetivo,
esto es, no depender del punto de vista de una sola par-
te, ya sea el Estado de origen o el Estado afectado.

26. Esos criterios son útiles para impedir que la noción
de riesgo sea demasiado abstracta. Pero, en su afán de
precisión, el Relator Especial ha tropezado con una se-
ria dificultad relativa al concepto de riesgo oculto o im-
perceptible; reconoció esa dificultad en el informe
(ibid., párr. 27), y sugiere que el riesgo oculto quede
fuera del alcance del proyecto. El orador se inclina a
aceptar ese análisis, porque la definición de riesgo, en su
forma actual, es claramente inadecuada. Por ejemplo, si
se causa un daño importante en una situación en que no
podía discernirse un riesgo perceptible, ¿quedaría obli-
gado el Estado afectado a soportar exclusivamente el
daño? Sería muy difícil justificar esa postura, máxime si
se considera que algunos sistemas jurídicos atribuyen ya
responsabilidad en tales circunstancias. Claro está que
el derecho interno y el derecho internacional no son
realmente comparables, pero la lógica inherente al siste-

" Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General, de 24 de octubre
de 1970, anexo.

' Revue générale de Droit International Public, París, vol. 90, 1986,
págs. 713 y ss.
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ma de responsabilidad de algunos países podría aplicar-
se a las reflexiones de la Comisión sobre el riesgo oculto.
Concatenar la responsabilidad con las actividades o co-
sas peligrosas es ya un buen comienzo y en el futuro la
Comisión podría analizar más a fondo el problema.

27. Otra deficiencia del proyecto de artículos se evi-
dencia en relación con actividades cuyos efectos nocivos
operan por acumulación o con el transcurso del tiempo.
Podría extraerse un ejemplo de otro tema del programa
de la Comisión: el del derecho de los usos de los cursos
de agua internacionales para fines distintos de la nave-
gación. Supóngase que los afluentes de los países A y B
desembocan en un río que atraviesa el país C. El país A
vierte contaminantes en su afluente en cantidades razo-
nables, y ulteriormente el país B comienza a hacer lo
propio. Cuando las aguas de esos afluentes llegan al
país C se ha rebasado el nivel aceptable de contamina-
ción. ¿Qué puede hacer el país C? ¿Queda exento de
responsabilidad el país A porque su actividad no es de
por sí nociva? ¿Debe asumir el país B toda la responsa-
bilidad por la contaminación? Semejante situación es
sin duda inaceptable: afecta la soberanía de los Estados
en el ejercicio de actividades lícitas. Fluye claramente
del ejemplo que la identificación y descripción del riesgo
suscitan aún numerosos problemas todavía no resueltos.

28. El orador hace suya la nueva versión del proyecto
de artículo 1 aprueba la estrategia del Relator Especial
de limitar el alcance del proyecto al riesgo y de excluir
toda referencia al concepto de «territorio». En particu-
lar, aprueba la incorporación al artículo 1 del texto utili-
zado en la Convención de las Naciones Unidas sobre el
derecho del mar, de 1982, y sugiere que ese enfoque se
aplique en forma progresiva. La frase «actividades que
se desarrollen bajo jurisdicción de un Estado otorgada
por el derecho internacional, o a falta de ésta bajo su
control efectivo» debería reemplazarse por la oración
«actividades desarrolladas bajo la jurisdicción o el
control de un Estado», que es más breve, más clara y
menos problemática. La referencia al «control efectivo»
no es apropiada en el artículo 1 y podría suscitar más di-
ficultades que las que resuelve.

29. El Sr. FRANCIS manifiesta que el cuarto informe
del Relator Especial (A/CN.4/413) aporta una base ex-
celente para proseguir la labor de la Comisión. La inves-
tigación es de primer orden, el contenido inspirador y se
abordan todos los elementos que requieren mayor refle-
xión. Han de encomiarse asimismo los esfuerzos del Re-
lator Especial por conciliar todos los criterios. El orador
está en favor de remitir al Comité de Redacción el pro-
yecto de artículos.

30. Con todo, pese a los méritos del informe, no puede
decir que está de acuerdo con todos los aspectos del pro-
yecto de artículos. Como han señalado oradores prece-
dentes, el Relator Especial ha circunscrito el alcance del
proyecto a límites estrechos. En el proyecto de artículo 1
omitió deliberadamente la referencia a «situaciones»,
que aparecía en los proyectos de artículos presentados
en 1984% y retuvo solamente la palabra «actividades».
Encarecería a la Comisión que considerara la posibili-

" Véase 2045." sesión, nota 14.

dad de restablecer el texto anterior, porque es más
amplio que el actual. Por ejemplo, la contaminación de
un río producida por un sistema deficiente de alcanta-
rillado de un Estado ribereño del curso superior que ca-
rece de los recursos técnicos y financieros indispensables
para controlar la contaminación no puede describirse
como una «actividad»; se trata de una «situación» que
amenaza persistir indefinidamente si no se la corrige.

31. No está totalmente de acuerdo con el Sr. Mahiou
acerca de la insistencia del proyecto en el concepto de
riesgo, porque su efecto es dejar en una penumbra el
daño transfronterizo emanado de actividades que no
entrañan un riesgo patente. En principio, las diferencias
entre actividades que implican riesgo y aquellas que
entrañan azar y elementos ultraaleatorios son mínimas.
Una situación de azar o ultraaleatoria advertiría al Esta-
do de origen la necesidad de mecanismos preventivos
eficaces que permitieran, en caso de accidente, limitar el
daño y reducir la cuantía de la reparación. Para el Esta-
do afectado, la misma situación causaría daños más ex-
tensos y requeriría una reparación más cuantiosa.

32. A menos que la Comisión así lo decida, el Relator
Especial no podría ampliar el ámbito de los artículos y
rebasar los límites del plan esquemático o extenderlo a
esferas en que el derecho internacional había establecido
ya prohibiciones. Al respecto, las observaciones del
Sr. Beesley (2045.a sesión) sobre el lecho del mar situado
más allá de la jurisdicción nacional y la capa de ozono
son muy pertinentes. Esos problemas requieren un exa-
men urgente, así como la cuestión de si cabe tomar ini-
ciativas y, en casó afirmativo, por qué autoridades. Por
tanto coincide con aquellos miembros que desearían que
la labor de la Comisión abarcase asuntos comprendidos
en el ámbito del tema, pero que aún no se han tratado.
Sin embargo, la lentitud con que avanzan los trabajos
de la Comisión y la necesidad de tener en cuenta los últi-
mos adelantos científicos han causado ya mucha in-
quietud en las Naciones Unidas. Si se introducen aspec-
tos más amplios del tema en la labor de la Comisión en
la etapa actual, sus conclusiones se retrasarían aún más.
La Comisión debería, pues, proseguir sus esfuerzos con-
forme a las pautas trazadas en el plan esquemático origi-
nal y reservar las demás esferas de interés a la iniciativa
paralela de una jerarquía institucional superior.

33. Algunos miembros dicen que el Relator Especial
presta mayor atención al riesgo que al daño. Personal-
mente, el orador no puede censurarle su formulación;
ha sido necesario centrarse en el riesgo, para tratar ade-
cuadamente la reparación proporcionada. Pero no le sa-
tisface del todo la expresión «riesgo apreciable» en el
proyecto de artículo 1 ; se pregunta cuan apreciable ha
de ser el riesgo. Por ejemplo respecto a la expresión
«daño apreciable» el gas lacrimógeno utilizado por las
fuerzas de seguridad causa molestias transitorias, pero
su efecto casi no se compara con el de las emanaciones
tóxicas. Si los ojos empiezan a arder, el daño causado es
más bien apreciable. Sugiere que el término «apre-
ciable» se entienda como que significa más que superfi-
cial. Sin embargo, respecto a «riesgo» toda formulación
más detallada sería innecesaria. Como el anterior Rela-
tor Especial señala en su informe preliminar sobre el
tema:
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[...] Es conforme a la lógica interna de este tema que ... los Estados
tengan el deber de descubrir el contenido concreto del criterio del
«daño», cuando llegue el caso, y de obrar en consecuencia'.

34. Tratándose de la atribución de responsabilidad,
está de acuerdo con el análisis básico y las conclusiones
del Relator Especial, pero advierte que los países en de-
sarrollo, no obstante las circunstancias atenuantes men-
cionadas en el informe (A/CN.4/413, párr. 69), necesi-
tan promulgar legislación para proteger sus intereses
fundamentales contra las consecuencias del daño trans-
fronterizo dimanado de actividades de empresas pri-
vadas.

35. Sugiere que la expresión «daño transfronterizo»,
como figura en el proyecto de artículo 1, tiende a
ampliar el alcance más allá de lo previsto. En el aparta-
do c del proyecto de artículo 2 la definición de «daño
transfronterizo» es demasiado restrictiva y tiende a de-
sentenderse de los Estados que ejercen autoridad, pero
no jurisdicción propiamente tal, sobre una zona bajo su
control. Opina que la jurisdicción de un Estado no debe
menoscabarse en el artículo 1 con la frase «otorgada por
el derecho internacional». El artículo 2 distingue entre
actividades ordinarias y actividades de riesgo; pero el
orador opina que el comentario por lo menos debería
aclarar que la definición es omnímoda. Sería muy pe-
ligroso legislar únicamente contra el riesgo. Para mejo-
rar la definición de riesgo en el artículo 2, sugiere que se
concentre en el peligro inherente de las sustancias o co-
sas utilizadas, o de la manera del uso, que en las circuns-
tancias hizo probable o posible que se produjeran conse-
cuencias perjudiciales. Parece existir cierta contra-
dicción entre el «riesgo apreciable» como se define en el
inciso ii) del apartado a del artículo 2 y la manera de
identificarlo descrita en el párrafo 82 del informe.

36. En cuanto al proyecto de artículo 5, está convenci-
do de que la intención es dejar margen para situaciones
en que el daño pueden ocasionarlo actos ilícitos
comprendidos en la responsabilidad del Estado. En el
proyecto de artículo 9, la inclusión de la palabra «razo-
nable» tiende a restar fuerza a las medidas preventivas.

37. Sobre la cuestión de la reparación, los principios
inherentes se han refundido en el proyecto de ar-
tículo 10, artículo particularmente importante que abar-
ca la parte inocente, la reparación y la negociación. Al
respecto, el orador cita un pasaje del tercer informe del
anterior Relator Especial:

[...] Los procedimientos que puedan utilizarse con arreglo a las nor-
mas formuladas en el ámbito del presente tema deben darse por agota-
dos en el momento en que no se proceda a la reparación debida y no
antes de que haya llegado ese momento. Entonces, como en el caso,
por ejemplo, del régimen establecido por el Convenio sobre la respon-
sabilidad internacional por daños causados por objetos espaciales, se-
rá el hecho de no haber procedido a la debida reparación de una
pérdida o un daño y no el mero hecho de haberse producido esa
pérdida o ese daño lo que dará lugar a la responsabilidad del Estado
por causa de ilicitud10.

38. El Sr. RAZAFINDRALAMBO rinde homenaje a
la labor del Relator Especial. Su cuarto informe
(A/CN.4/413) representa un genuino progreso hacia la

* Anuario... 1980, vol. II (primera parte), pág. 278, documento
A/CN.4/334 y Add.l y 2, párr. 64.

10 Anuario... 1982, vol. II (primera parte), pág. 66, documento
A/CN.4/360, párr. 17.

elaboración de un instrumento internacional sobre el te-
ma. Como ya se señaló, se trata de un asunto que ha fi-
gurado en el programa de la Comisión durante diez
años, desde el nombramiento del Sr. R. Q. Quentin-
Baxter como Relator Especial en 1978. Desde entonces
se han presentado nueve informes sucesivos, cuatro de
ellos por el actual Relator Especial. Tanto los miembros
anteriores como los actuales de la Comisión han tenido,
pues, amplia oportunidad de emitir sus opiniones sobre
la orientación general del tema y sus principios básicos,
según los definió el primer Relator Especial, y sus pare-
ceres se reflejaron fielmente en el plan esquemático.

39. A la luz de esas opiniones y de las expresadas en la
Sexta Comisión de la Asamblea General, el Relator Es-
pecial actual ha considerado que el momento se presta
para formular un nuevo proyecto de artículos en su
cuarto informe. Según explica en su informe (ibid.,
párr. 4), el propósito de los proyectos de artículos es co-
locarse en una etapa anterior a la que corresponde a la
confección de acuerdos pormenorizados respecto a acti-
vidades específicas, etapa en la que podrían formularse
obligaciones generales. El informe no excluye a priori la
ampliación futura del tema a otras esferas. Ese punto
queda claro en la siguiente declaración:
[...] las únicas obligaciones son las que dicta el deber general de coo-
peración: notificar, informar, prevenir. Y si se produce un daño,
tampoco hay una indemnización perfectamente establecida, sino una
obligación de negociar para buscar de buena fe reparar el daño causa-
do, teniendo eventualmente en cuenta varios factores como los de las
secciones 6 y 7 del plan esquemático (ibid., párr. 6).

El orador observa con gran beneplácito los esfuerzos del
Relator Especial para mejorar el proyecto de artículos
presentado en su tercer informe (A/CN.4/405, párr. 6).

40. Al orador le interesa principalmente el alcance de
los artículos, tal como se define en el proyecto de
artículo 1. Observa que el Relator Especial ha eliminado
el concepto de «situación». En su tercer informe, ese
concepto abarcaba situaciones dimanadas de activida-
des humanas, en el contexto de una cadena causal de
acontecimientos físicos. Estaba vinculado a esas activi-
dades y era parte esencial de la concatenación causal
entre riesgo y daño. Aunque se la omite en el proyecto
de artículo 1, la palabra «situaciones» perdura en el pro-
yecto de artículo 4, quizá por un mero descuido.

41. En el artículo 1, el término «jurisdicción» ha re-
emplazado a la palabra «territorio». Se ha explicado
que «jurisdicción» podría denotar esferas más vastas
que «territorio». Pero ese cambio exige una formula-
ción más detallada: sería más exacto referirse a activida-
des «en ámbitos donde otro Estado ejerce jurisdicción»,
como en el apartado c del proyecto de artículo 2. El
artículo 1 habla de «jurisdicción de un Estado otorgada
por el derecho internacional»; el orador no encuentra
muy útil esa fórmula. En el informe se explica
(A/CN.4/413, párr. 54) que la expresión «según el de-
recho internacional» hace innecesario incluir el concep-
to de «control». No obstante, el artículo 1 continúa uti-
lizando el término «control» como alternativa de «juris-
dicción». El Relator Especial explica (ibid., párr.57) que
la definición en el artículo 1 pretente abarcar no sólo ac-
tividades que se realizan en territorios sobre los que un
Estado ejerce jurisdicción de hecho, sino también las ac-
tividades conducidas por el propio Estado en cualquier
jurisdicción, propia o ajena. Debe, pues, presumirse
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que el informe hace una distinción entre el Estado de
origen y el Estado afectado; pero la yuxtaposición de
ambos conceptos de jurisdicción según el derecho inter-
nacional y control, sería redundante en el caso del Esta-
do afectado. Eso está claro en el apartado c del proyecto
de artículo 2, que no menciona al control, sino sólo el
ejercicio de jurisdicción por un Estado distinto del que
sufre el daño transfronterizo. Si es acertado suponer
que se ha hecho esa distinción, resulta muy desafortuna-
da. A juicio del orador, el concepto de control se
justificaría en ambos casos: en el de Estado de origen y
en el de Estado afectado.

42. La idea de control debe también definirse más
estrictamente: ¿se trata de control político, jurídico,
económico o de alguna otra índole? Claro está que una
definición no sería necesaria si el control ha de referirse
a las actividades y no, como en el concepto de jurisdic-
ción, a zonas geográficas. Pero el alcance preciso del
término «control» no es una cuestión académica; se ha
suscitado, en realidad, en la Sexta Comisión. Lo que el
Relator Especial ha tenido presente es el «control efecti-
vo», indicando que se refiere tan sólo a las actividades.
Esa parece asimismo haber sido la intención del anterior
Relator Especial en la sección 1.1 del plan esquemático,
que ha sido seguida por el actual Relator Especial en el
artículo 1 propuesto en su tercer informe (A/CN.4/405,
párr. 6). En la redacción de ese entonces, el artículo
había sido más claro, porque lo que se controlaba era el
territorio; pero cuando el concepto de jurisdicción se ha
reemplazado por el de territorio, el artículo ha perdido
claridad, por lo menos en el texto francés. Para evitar
ambigüedades, el Relator Especial debería explayarse
sobre el punto en el comentario. Debe aclararse que el
Estado de origen sólo es responsable de actividades di-
rectamente bajo su control. Muchas empresas extranje-
ras que operan en países en desarrollo escapan al control
efectivo de las autoridades de esos países, que carecen
de medios financieros o técnicos adecuados para fiscali-
zar sus actividades. Un ejemplo digno de mención ha si-
do el desastre de Bhopal, en India. Como el concepto de
control es inherente al sistema, el orador se pregunta si
es realmente necesario que el proyecto de artículo 1 es-
pecifique que la jurisdicción de un Estado es otorgada
por el derecho internacional. Se trata de un punto que el
Relator Especial ha de volver a examinar.

43. Oradores precedentes sostuvieron que el Relator
Especial ha insistido demasiado en el «riesgo» con me-
noscabo del «daño», y señalaron que el daño significati-
vo a veces se produce cuando el riesgo parecía ser míni-
mo o inexistente. Sin embargo, a su juicio, porque el
Relator Especial procuró justificar un régimen de obli-
gaciones básicas, no obligatorias, ha acertado al identi-
ficar dos etapas sucesivas: la etapa ex ante y la etapa ex
post facto. La mayoría de las obligaciones que ha defi-
nido pueden no justificarse plenamente en la primera
etapa; y pasar de inmediato a la segunda etapa, en la
que el daño resulta manifiesto, sería privar a las medi-
das preventivas de gran parte de su importancia. Según
el sistema recomendado por el Relator Especial, el ries-
go debe existir al principio de la cadena causal, constitu-
yendo el daño sencillamente su culminación. En defini-
tiva, si no hay riesgo, no existe daño, pues, según expli-
ca el Relator Especial en su cuarto informe
(A/CN.4/413, párr. 44), el riesgo integra un continuo

con el daño; el daño dimanado de otra causa no es parte
del tema. Para los países en desarrollo, el concepto de
riesgo es de importancia capital, pues brinda una barre-
ra protectora vital contra las consecuencias nocivas de
actividades proseguidas en su territorio por empresas
extranjeras, que inicialmente aseguraron que no ofre-
cían riesgo.

44. La nueva redacción propuesta para el proyecto de
artículo 3, que trata de la atribución de responsabilidad,
no es del todo satisfactoria. La expresión «actividad de
riesgo» parece reducir la fuerza de la condición estipula-
da en el propio artículo. La expresión, en realidad, se
define en el apartado b del artículo 2, que entiende por
tales las actividades mencionadas en el artículo 1. El ar-
tículo 1, a su vez, define las actividades previstas como
las que se desarrollan bajo la jurisdicción o el control
efectivo de un Estado y crean un riesgo apreciable.
Hablando lógicamente, esa doble condición está conte-
nida, pues, en la expresión «actividad de riesgo»; pero
esas referencias entrelazadas no son del todo felices, y
en aras de la claridad debería intentarse una formula-
ción más detallada, como la que figura en el proyecto de
artículo 4 del tercer informe. El orador coincide con
otros anteriores en que el nuevo proyecto de artículo 3
suscita una cuestión relativa a la prueba, y que incumbe
al Estado de origen acreditar que no conocía o no tenía
medios de conocer el riesgo. En consecuencia, según el
Relator Especial explica {ibid., párr. 70), existe la pre-
sunción de que, en principio, el Estado tenía medios de
conocer el riesgo.

45. Con respecto al capítulo II del proyecto que trata
de los principios, opina que las obligaciones enunciadas
allí son las únicas que con realismo cabe prever que los
Estados asuman en la situación actual del derecho inter-
nacional y de la práctica de los Estados. Se inspiran en
los Principios 6 y 21 de la Declaración de Estocolmo", e
insisten en la soberanía de los Estados sobre sus recursos
naturales. El proyecto de artículo 7, relativo a la coope-
ración, puede, como el artículo 15[16] del proyecto de
artículos sobre el derecho de los usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción (véase 2050.a sesión, párr. 1), interpretarse como
que se refiere a la obligación de notificar, informar y
prevenir. Si se decide mantener el proyecto de artículo 8,
referente a la participación, podría constituir el tercer
párrafo del artículo 7. A juicio del orador, la prevención
(art. 9) tiene importancia suficiente para merecer un ar-
tículo separado. En cuanto a la reparación, nada justifi-
ca al parecer la formulación negativa empleada en el
proyecto de artículo 10 para que la víctima inocente no
asuma todo el daño. En su opinión, sería mejor obligar
al Estado de origen a asumir la responsabilidad de parte
del daño causado por actividades realizadas dentro de
su jurisdicción o bajo su control efectivo.

46. A reserva de estas observaciones, el orador no
tiene ningún inconveniente para que el proyecto de artí-
culos se remita al Comité de Redacción. Congratula al
Relator Especial por sus esfuerzos para completar la re-
dacción de una serie de artículos durante el actual man-
dato de la Comisión.

" Véase 2044.• sesión, nota 8.
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47. El Sr. SEPÚLVEDA GUTIÉRREZ felicita al Re-
lator Especial por su lúcido y completo cuarto informe
(A/CN.4/413) sobre un tema muy controversial, acerca
del que existen opiniones muy dispares entre los juris-
consultos y posturas divergentes entre los Estados. Por
su parte, se siente obligado a expresar reservas sobre al-
gunos puntos del informe, que aporta una base excelen-
te para la labor de la Comisión.

48. En primer lugar, el título del tema requiere una
mejora. Estima que la fórmula «actos no prohibidos
por el derecho internacional» es un tanto oscura. Resul-
ta difícil observar qué actos se intenta abarcar, teniendo
presentes los efectos del progreso tecnológico y las ame-
nazas para el medio ambiente. El título enmendado que
sugiere el Sr. Eiriksson (párr. 7 supra) debería, por tan-
to, merecer un estudio detenido.

49. En cuanto al enfoque que cabe adoptar, como
otros miembros, es partidario de que el proyecto se base
en el concepto de daño. Esa formulación daría una idea
más clara y más precisa de la atribución de responsabili-
dad al Estado en el que se origina la causa del daño. El
concepto de riesgo incorporado al proyecto de artículos
tiende a oscurecer la noción de responsabilidad así como
la de reparación.

50. Aprueba la decisión de no incluir en el proyecto
una lista de actividades nocivas. Sin embargo, el mayor
número posible de esas actividades debería enumerarse
en los comentarios, incluyendo aun aquellas que no se
realicen en el territorio de un Estado. Cabe citar el verti-
do de sustancias tóxicas o de desechos nucleares en el al-
ta mar. Hay también algunas actividades, como las que
provocan lluvias acidas, que se originan en más de un
Estado. Debe admitirse que el estudio de los múltiples
factores que producen daño a otro Estado —entre ellos
un Estado lejano— está todavía en sus inicios.

51. Con respecto a los proyectos de artículos propues-
tos, reitera su firme preferencia por reemplazar el con-
cepto de «riesgo» por el de «daño», que regularía todo
el texto.

52. El proyecto de artículo 1 se refiere a actividades
que se desarrollen «bajo jurisdicción de un Estado» o
«bajo su control efectivo». Esa formulación es inade-
cuada, porque existen otras actividades y situaciones
que no se desarrollan bajo la jurisdicción de un Estado
ni bajo su control efectivo. El artículo 1 tendría que mo-
dificarse para que abarcara aquellas otras actividades y
situaciones. Desde ese punto de vista, la expresión
«causen un daño transfronterizo» no es del todo precisa
y tal vez procedería hablar de «daño a otro Estado».

53. En el proyecto de artículo 2, concerniente a
términos empleados, sería posible incluir más términos
en la lista. Entre los términos definidos, encuentra que
la expresión «empleo de cosas» en el apartado a es inne-
cesariamente restrictiva. El término «cosas» excluiría
operaciones o experimentos, que podrían causar apre-
ciable daño a otros Estados.

54. Refiriéndose al proyecto de artículo 3, subraya que
la atribución es un concepto clave en la teoría de la res-
ponsabilidad. Por tanto, la norma del artículo 3 debe
examinarse detenidamente y ampliarse. Aún no es el
momento de proponer un nuevo texto para el artículo,

pero el asunto debe continuar examinándose. Coincide
con el Sr. Beesley (2045.a sesión) en que el proyecto de
artículo 4 podría eliminarse por ser innecesario.

55. El proyecto de artículo 5 le merece algunos repa-
ros, porque debilita el concepto de responsabilidad. La
redacción del artículo debe quizá precisarse.

56. El proyecto de artículo 6, el primer artículo de
capítulo II (Principios), sienta el principio básico de la
libertad de acción de los Estados. Ese artículo debería
redactarse con suma precisión, pues el reconocimiento
de la libertad de los Estados debe equilibrarse con el re-
conocimiento de la responsabilidad por sus actos.

57. Con respecto al proyecto de artículo 7, coincide
con quienes han abogado por un tratamiento más preci-
so del deber de cooperar especificando el intercambio
oportuno de información, las consultas y los acuerdos
internacionales efectivos para evitar daños.

58. El proyecto de artículo 8 podría suprimirse sin me-
noscabo para el proyecto, según ya sugirieron algunos
oradores precedentes.

59. El principio de la prevención, por otra parte, que
es el objeto del proyecto de artículo 9, resulta vital. Ese
artículo debe por tanto ampliarse para introducir refe-
rencias al concepto de daño y al deber de reparación.

60. Por último, abriga algunas dudas respecto del pro-
yecto de artículo 10, relativo a la reparación. Durante el
debate surgió la cuestión de mantener ese artículo en el
proyecto; por su parte, estima que debe incluirse, pero
debidamente revisado para que abarque asuntos como
la obligación de suspender actividades peligrosas o
dañinas. Debe asimismo hacerse alguna referencia a los
métodos de arreglo, bien en el artículo 10 o en alguna
otra parte del proyecto, aunque quizá sea muy prematu-
ro analizar este punto.

61. El Sr. BEESLEY hace presentes a la Comisión dos
documentos del cuadragésimo segundo período de se-
siones de la Asamblea General, que son muy pertinentes
al tema que se estudia, así como al derecho de los usos
de los cursos de agua internacionales. Ellos son la
«Perspectiva ambiental hasta el año 2000 y más adelan-
te», estudio preparado por el PNUMA12, y el informe
de la Comisión Brundtland, «Nuestro futuro común»13.
Ambos documentos destacan la necesidad de salvaguar-
dar el medio ambiente y de desarrollar racionalmente
los recursos con objeto de evitar una catástrofe mun-
dial. Ambos ponen de relieve la función decisiva que el
desarrollo progresivo del derecho internacional debe
desempeñar para satisfacer esta necesidad.

62. El informe de la Comisión Brundtland aboga por
una declaración universal sobre protección del medio
ambiente y desarrollo sostenible, llamada a servir de ba-
se a una convención, e insiste en la necesidad de consoli-
dar y ampliar los principios jurídicos pertinentes. A ese
efecto, una serie de proyectos de principios jurídicos fi-
gura en un anexo al informe14. La resolución 42/187 de
la Asamblea General, de 11 de diciembre de 1987, acoge

l ! Resolución 42/186 de la Asamblea General, de 11 de diciembre de
1987, anexo.

13 A/42/427, anexo.
" Véase 2047.' sesión, nota 12.
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con beneplácito y hace suyo el informe y decide transmi-
tirlo a todos los gobiernos y a todos los órganos, organi-
zaciones y programas del sistema de las Naciones Uni-
das. Según los términos de esa resolución, cabría espe-
rar que la CDI figurara entre quienes recibirían el infor-
me, pero no ha ocurrido así. Las observaciones del ora-
dor se aplican análogamente al estudio del PNUMA,
que contiene un llamamiento para el desarrollo progre-
sivo del derecho ambiental internacional «con miras a
establecer una base firme para fomentar la cooperación
entre los países» (párr. 103). El párrafo 7 de la resolu-
ción 42/186 de la Asamblea General menciona en espe-
cial la sección IV de ese estudio, que es la sección en que
se hace el llamado para el desarrollo progresivo de los
principios jurídicos.

63. Por consiguiente, sugiere que el Secretario de la
Comisión disponga lo necesario para que los dos docu-
mentos en referencia se proporcionen a los miembros en
todos los idiomas oficiales.

64. El PRESIDENTE manifiesta que la Secretaría ve-
lará porque esos documentos se distribuyan.

Se levanta la sesión a las 13 horas.

2049.a SESIÓN

Viernes 20 de mayo de 1988, a las 10 horas

Presidente: Sr. Leonardo DÍAZ GONZÁLEZ

Miembros presentes: Sr. Arangio-Ruiz, Sr. Barboza,
Sr. Barsegov, Sr. Beesley, Sr. Calero Rodrigues,
Sr. Eiriksson, Sr. Francis, Sr. Graefrath, Sr. Mahiou,
Sr. McCaffrey, Sr. Ogiso, Sr. Pawlak, Sr. Razafindra-
lambo, Sr. Roucounas, Sr. Sepúlveda Gutiérrez,
Sr. Shi, Sr. Thiam, Sr. Tomuschat, Sr. Yankov.

Responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho in-
ternacional (continuación) (A/CN.4/3841, A/CN.4/
405% A/CN.4/413% A/CN.4/L.420, secc. D4)

[Tema 7 del programa]

CUARTO INFORME DEL RELATOR ESPECIAL
(continuación)

ARTÍCULO 1 (Ámbito de aplicación de los presentes
artículos),

ARTÍCULO 2 (Términos empleados),

1 Reproducido en Anuario... 1985, vol. II (primera parte)/Add.l.
' Reproducido en Anuario... 1987, vol. II (primera parte).
1 Reproducido en Anuario... 1988, vol. II (primera parte).
4 El examen del presente tema se basa en parte en el plan esquemáti-

co presentado por el anterior Relator Especial, R. Q. Quentin-Baxter,
a la Comisión en su 34.° período de sesiones; el plan esquemático se
reproduce en Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88 a 90,
párr. 109, y las modificaciones hechas al texto se indican en
Anuario... 1983, vol. II (segunda parte), pág. 93, párr. 294.

ARTÍCULO 3 (La atribución),
ARTÍCULO 4 (Relación entre los presentes artículos y

otros convenios internacionales),
ARTÍCULO 5 (Falta de efecto sobre otras normas del

derecho internacional),
ARTÍCULO 6 (La libertad de acción y sus límites),
ARTÍCULO 7 (La cooperación),
ARTÍCULO 8 (La participación),

ARTÍCULO 9 (La prevención) y
ARTÍCULO 10 (La reparación)5 (continuación)

1. El Sr. ROUCOUNAS, tras subrayar el interés del
cuarto informe (A/CN.4/413) del Relator Especial y
del debate que dicho informe ha suscitado, señala que el
Relator Especial parece plenamente consciente de que el
tema, a pesar de su título prometedor, tiende, en reali-
dad, al establecimiento de un régimen supletorio, desti-
nado a ser aplicado en los casos intermedios en que una
actividad no regulada por el derecho internacional causa
daños que procede reparar. Por consiguiente, las pro-
puestas que figuran en los párrafos 10, 11 y 47 del infor-
me parecen aventuradas.

2. Igualmente insólita parece la idea preconcebida del
Relator Especial de no presentar ninguna lista indicativa
de las actividades nocivas, dejando al mismo tiempo que
subsistan dudas acerca de la existencia de una norma de
derecho internacional que prohibe la contaminación
transfronteriza, puesto que es forzoso reconocer que en
los últimos años han proliferado los instrumentos multi-
laterales, y sobre todo bilaterales, relativos a la protec-
ción internacional del medio en particular, la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar,
de 1982, que adopta y amplía las normas ya contenidas
en los convenios de la OMI relativos a la protección del
medio marino, como también la Convención sobre la
pronta notificación de accidentes nucleares6 y la Con-
vención sobre asistencia en caso de accidente nuclear o
emergencia radiológica7, adoptadas ambas por el OIEA
en 1986; el Convenio de Viena para la protección de la
capa de ozono, de 19858, y el Protocolo de Montreal re-
lativo a las substancias agotadoras de la capa de ozono,
de 19879. A todos esos instrumentos hay que añadir una
doctrina abundante en el mismo sentido, así como los
textos resultantes de los trabajos de las sociedades cien-
tíficas, tales como la resolución sobre la contaminación
atmosférica transfronteriza aprobada por el Instituto de
Derecho Internacional el 20 de septiembre de 1987 en su
período de sesiones de El Cairo10, de la que conviene
destacar el preámbulo, el artículo 2 y el artículo 6. Y si
no hay sobre esta cuestión una jurisprudencia interna-
cional considerable, ello obedece principalmente a las
preferencias de las partes en materia de jurisdicción.
Conviene subrayar, sin embargo, que la CU viene re-
afirmando desde hace una veintena de años, de manera
constante y audaz, el papel fundamental de la cos-
tumbre en el ordenamiento jurídico internacional.

' Para el texto, véase 2044 / sesión, párr. 13.
' OIEA, documento GC(SPL.I)/Resoluciones (1986), pág. 7.
' Ibid., pág. 19.
• PNUMA, Nairobi, 1985.
' PNUMA, Nairobi, 1987.
10 Véase Annuaire de l'Institut de Droit International, 1987, vol. 62,

t. II, pág. 297.


